Poder Judicial de la Nación

Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo

Sala   VIII

Expediente Nº 15.438/2006


SENTENCIA N º 38145                                                                JUZGADO Nº 24 

AUTOS: “MIGUEZ, CLAUDIO JOSE c/ CLO CLO S.A. s/ DESPIDO”

           En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los    12   días del mes de

abril

de 2011, se reúnen en acuerdo los jueces de la Sala VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para dictar sentencia en la causa  del epígrafe, y, de acuerdo con el resultado del sorteo realizado,  proceden  a votar en el  siguiente orden:

 EL DOCTOR LUIS ALBERTO CATARDO DIJO:

I.- Ambas partes han apelado el pronunciamiento de la anterior instancia que hizo lugar, parcialmente, a la demanda incoada. A su vez, el letrado de la parte actora recurre por bajos los honorarios regulados por su actuación, y el de la demandada por altos los regulados a la contraparte y a la perito contadora. Esta última apela los suyos por considerarlos bajos. 


II.- Por razones de orden metodológico trataré en primer término el recurso de la parte demandada, en atención a que la misma recurre el pronunciamiento en lo que hace al fondo de la cuestión, mientras que la accionante lo hace en consideración a determinados rubros por los que prosperó la acción. .  

            III.- La accionada en su escrito en tratamiento, recurre principalmente, que la sentenciante de grado haya hecho lugar al despido indirecto en que se colocara el actor,  en base a la declaración de los testigos propuestos por la parte actora, Juan Pablo Acosta (fs. 279/280) y Felipe Bautista Vera (fs. 300/301). Al respecto, considero que el recurso de la demandada, globalmente resulta suficiente para revocar lo decidido en origen. Me explico. 

             En resumen, teniendo en consideración el intercambio epistolar sostenido por las partes, quedó establecido que el actor se consideró despedido como consecuencia de que la demandada le negó el ingreso a prestar tareas los días 14.02.06 y 18.02.06., luego de haber gozado de sus vacaciones. La demandada sostuvo que el actor no se presento nunca a retomar tareas luego del período vacacional. 

              En relación a que la sentenciante de grado no ha tenido en cuenta la impugnación efectuada en relación a la declaración del testigo Acosta, quiero dejar sentado que,  si bien técnicamente, las partes tienen tres días para impugnar las declaraciones testimoniales, y la accionada impugnó la declaración del testigo Acosta (fs. 266/I), calificando su impugnación, lo cierto es que se manifestó evaluando el contenido de su declaración en la etapa prevista por el artículo 94 de la L.O., lo cual no obstaculizaba su consideración al respecto. 


Ahora bien, en lo que hace a la declaración de Acosta (fs. 279/280), considero que la misma es vaga, imprecisa y contradictoria. Tal es así que su análisis y valoración requieren un gran esfuerzo para su comprensión. De comienzo el mismo señala que los hechos sucedidos en su presencia se desarrollaron durante el año 2007, luego avanzada su declaración dice que hizo extras para la demandada hasta el año 2007, en eventos, fiestas, cumpleaños. Luego, cuando es interrogado por la parte actora, tal como surge del acta, aclara que fueron en 2006, de donde surge “…Que es testigo aclaré que el 14 de febrero que mencionó fue en año 2006…”. De dicha constancia surge evidente que la parte le sugiere al testigo que aclare que el 14 de febrero que mencionó fue en el año 2006. Situación que me lleva a considerar que más que un dicho espontáneo del testigo, fue inducido a ello. También Acosta, a comienzos de su relato dijo que él trabajó con el actor cuatro años, no dando razones más precisas de sus dichos, al no establecer en qué condiciones y bajo qué circunstancias, pues el actor en su demanda manifiestó que comenzó a trabajar para  la  demandada  en   1998,  siendo que el testigo declarante, lo hizo hasta  el veinte de diciembre de 1999.  Es  decir que según lo relatado, sólo podían haber trabajado juntos para la demandada un año, y no cuatro  como lo expresó al principio. Los dichos relatados por el testigo son escuetos, y por lo tanto no dejan  margen de credibilidad, pues también al referirse al hecho de haber concurrido a hacer extras el 14 de febrero, dijo haber sido llamado por el maitre principal de la demandada el Sr. Soria, no estableciendo al respecto, qué relación tenía con el mismo, o cuál era su vinculación o nexo por la cual el Sr. Soria lo había convocado.  Tampoco considero, como lo ha efectuado la sentenciante de grado, que el hecho de que Acosta mencione a la Sra. Romina o al cajero Cacho, Eduardo, como personas que estuvieron el día del acontecimiento relatado puede considerarse de relevancia, pues el testigo había trabajado para la demandada con lo cual podía conocerlos y por lo tanto la sola mención  de los mismos no pueden considerarse como indicativos de credibilidad a la situación relatada. También, y como broche final en su declaración relata que anteriormente al 14 de febrero descripto no hizo extras para la demandada, para luego, continuar contradiciéndose y decir que hubo una anterior, que fue para el 2005, diciembre. En definitiva, lo reitero, la vaguedad, imprecisión y contradicciones expuestas en su declaración, más la falta de elementos contextuales en torno a la situación vivida y relatada por el testigo me llevan al convencimiento de desestimar sus dichos, por carecer del mínimo marco de veracidad que requiere una declaración testimonial para ser considerada válida a los fines propuestos. 


En el mismo sentido, corresponde desestimar la declaración del testigo Vera (fs. 300/301), quien dijo haberse desempeñado para la demandada entre 1995 y 2000, es decir aproximadamente cinco años, lo cual le daba una base sólida de conocimiento en  cuanto a las personas que trabajaban en la demandada. Aduce primero en forma categórica que a él le paso lo mismo que al actor en cuanto a que le negaron tareas, por cuanto esa era la política de la empresa demandada. Luego no establece ningún elemento de las mismas características de seguridad en su declaración, ya que al respecto, no relata en forma categórica la fecha cierta en la cual acompañó al actor como testigo, ni hace mención a las circunstancias por las cuáles al actor le habían negado tareas, -según la versión del actor había sido el 14, y al respecto no dice nada en cuanto a la proximidad de la misma- nótese que dijo 16/18, y que la recepcionista Romina le dice que no pase, y que iba a llamar a Sufierre, y que en ese momento había un mozo más, al cual no conocía. Es decir que supuestamente conocía a los demás dependientes de los cuales no hace ninguna referencia como para poder establecerse su veracidad en lo que hace a la identidad de los mismos, tales como descripciones de características físicas de dichas personas que el testigo supuestamente conocía. Pues, la referencia a que sus dichos sean coincidentes con quienes recibieron por la demandada comunicaciones epistolares no le dan cierto grado de veracidad a sus dichos, -tal como lo sostuvo en cierto modo la sentenciante de grado-, pues nótese que el testigo dijo haber trabajado cinco años para la demandada y no describe las características físicas de dichas personas, como para dar así un dato referencial de mayor eficacia convictiva. A  su vez, no es posible establecer que al manifestar el testigo en su declaración que se encontraba presente Sufierre, haga referencia a Zufiaurre, por cuanto no se pronuncian igual, ni a mi juicio tampoco son fonéticamente susceptibles de coincidir en su pronunciación. Al respecto también dijo que el tal Sufierre cumplía funciones de gerente, cuando el mismo Zufiaurre (fs.313/314) señala en su declaración que era adicionista. Es más, Acosta en su declaración dijo que el tal Sufierre, era cajero, lo cual también es contradictorio con lo afirmado por Vera. A su vez, si Zufiaurre se desempeño para la demandada desde el año 1985 hasta el momento de su declaración como adicionista, y el testigo lo hizo entre 1995 y 2000, trabajaron ambos para la demandada los cinco años que aproximadamente dijo haber trabajado Vera, con lo cuál debía tener mayor grado de conocimiento, tanto en lo que hace a su nombre, funciones y características físicas, que debería haber dejado traslucir en su declaración como elementos, repito, que le den mayor grado de veracidad y eficacia convictiva, en lo que hace a las circunstancias relatadas. En consecuencia, la imprecisión y la falta de elementos aportados por el testigo en su declaración, siendo que el mismo dijo haber trabajado para la demandada aproximadamente cinco años, impiden a mi juicio, otorgarle el grado de veracidad y credibilidad mínimo como para que por intermedio de su declaración puedan dilucidarse los hechos controvertidos, al carecer de validez probatoria.   

            A la luz de las reglas de la sana crítica  (artículo 386 del CPCCN) y luego de ponderar el plexo probatorio colectado en autos (artículo 377 del CPCCN) corresponde concluir que no se han acreditado las causales del despido indirecto invocadas por el accionante (artículos 242 y 246 de la L.C.T.), y en consecuencia tener por acreditado que se ha configurado la causal de abandono de trabajo invocada por la demandada (artículo 244 de la L.C.T.).  

            Frente a lo precedentemente expuesto, y a la solución propiciada, deviene inoficioso el tratamiento de los restantes agravios esgrimidos por la accionada


IV.- Estrictamente, el recurso del pretensor, desarrollado en el escrito de fs. 414/415, debería ser declarado desierto, ya que las consideraciones expuestas en la pieza en examen distan de constituir la crítica concreta y razonada de los fundamentos de la sentencia apelada que el artículo 116 del ordenamiento aprobado por la Ley 18.345 exige como pauta de suficiencia de una exposición que aspira a alcanzar la estatura de expresión de agravios, en sentido técnico-jurídico.  Sostiene el agraviante en su escrito en tratamiento que al actor no se le ha abonado la liquidación final, haciendo mención a la pericial contable, soslayando el recibo obrante a fs. 85, el cual figura suscripto por el actor, y fuera reconocido al no contestar el traslado que de la contestación de la demanda y la documental acompañada por la parte demandada que se le diera traslado a fs. 103 y su cédula pertinente obrante a fs. 104/vta.. Asimismo en su escrito de inicio, sólo exhibió objeción a que la liquidación final cobrada, era parcial, por cuanto no se habían considerado el pago de los demás rubros correspondientes a las indemnizaciones por despido, lo que sella la suerte adversa del segmento recursivo. En lo demás, deviene inoficioso el tratamiento del reclamo sustentado en el artículo 2º de la ley 25.323, frente a la solución arribada.          

 
 V.- De conformidad a lo normado por el artículo 279 del C.P.C.C.N. corresponde dejar sin efecto lo dispuesto sobre costas y honorarios, resultando abstractos los planteos efectuados.   

             VI.- Por lo expuesto propongo, se deje sin efecto el pronunciamiento apelado y revocar la sentencia apelada; se impongan las costas del proceso al actor (artículo 68 CPCCN); y se regulen los honorarios de la representación y patrocinio  letrado de la demandada, por la totalidad de los trabajos realizados en ambas instancias, y de la actora -discriminado hasta la actuación de fs. 294 y de allí en adelante-, y los de la perito contadora en  $ 4.000.-, $ 2.000.-, $ 1.000.- y $ 1.500.-,       respectivamente a valores vigentes a la fecha de este pronunciamiento (Artículos. 6º, 37 y 39 Dec. ley 16.638/57 y 38 L.O.).

EL DOCTOR GREGORIO CORACH DIJO:

Que por compartir sus fundamentos, adhiere al voto que antecede.

Por ello, el TRIBUNAL RESUELVE:

1) Revocar la sentencia apelada y rechazar la demanda incoada.;

2) Dejar sin efecto lo dispuesto sobre costas y honorarios;

3) Imponer las costas del proceso al actor;

4) Regular  los  honorarios de la representación y patrocinio letrado de la demandada, por la totalidad de los trabajos realizados en ambas instancias, los de la parte actora  -discriminado hasta la actuación de fs. 294 y de allí en adelante-, y los de la perito contadora en  $ 4.000.-, $ 2.000.-, $ 1.000.- y $ 1.500.-, respectivamente a valores vigentes a la fecha de este pronunciamiento.- 

Regístrese, notifíquese y oportunamente, devuélvanse.-

 A.F.

            LUIS A. CATARDO                                               GREGORIO CORACH   

            JUEZ DE CAMARA                                                  JUEZ DE CAMARA           
Ante mí:

            ALICIA E. MESERI

                 SECRETARIA
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